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Expediente: CDHEZ/140/2021. 
 

Persona quejosa: Q1. 
 
Persona agraviada: Q1. 
 
Autoridades responsables:  
I. AR1, otrora Directora General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. (En 
funciones del 25 de noviembre de 2020 al 16 
de septiembre de 2021).  
II. AR2, Director General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. (En 
funciones del 08 de noviembre de 2021 a la 
fecha).  
III. Integrantes del Comité Académico del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas. 
 
Autoridades presuntamente responsables:  
I. A3, otrora Director General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. (En 
funciones del 01 de octubre de 2019 al 21 de 
noviembre de 2020). 

 
Derecho humano vulnerado: 
I. Derecho al debido proceso, en relación con el 
derecho de acceso a la justicia. 

 
 
Zacatecas, Zacatecas, a 31 de agosto de 2023, una vez concluida la investigación de los 
hechos que motivaron el expediente de queja CDHEZ/140/2021, y analizado el proyecto 
presentado por la Visitaduría Regional, instalada en el municipio de Jerez, Zacatecas; de 
conformidad con los artículos 4, 8 fracción VIII, 17 fracción V, 37, 51, 52, 53 y 56 de la Ley de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, en relación con lo dispuesto por 
los numerales 27 fracción VIII, 40, fracción V, 161, fracciones VIII, X y XI, 166, 167, 168, 169, 
170, 171, 172, 173, 174 y 175 del Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Zacatecas, los presentes acuerdos que se dirigen a las autoridades siguientes:  
 
Recomendación 07/2023, que se dirige a la Secretaria de Educación del Estado de 
Zacatecas, en su calidad de Presidenta de la Junta de Gobierno del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas1, por actos atribuidos a las AR1 y AR2, respectivamente, anterior 
y actual Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas; así como a 

 
1
 Decreto Gubernativo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas: 

Art. 5. Serán órganos de gobierno del Instituto Tecnológico Superior de Jerez:  
I. L a Junta de Gobierno;  

II. El Director General;  
III. Los Directores de Área; 
IV. Los Subdirectores; 
V. Los Jefes de División; y 

VI. Los Jefe de Departamento.  
Art. 6. La Junta de Gobierno será la máxima autoridad de la Institución y estará conformada por ocho miembros designados de 
la siguiente manera: 

I. Dos representantes del Gobierno del Estado designados por el Titular del Ejecutivo, uno de los cuales presidirá; 
II. Dos representantes del Gobierno Federal, designados por el Secretario de Seguridad Pública;  
III. Dos representantes del Gobierno Municipal, uno designado por el Ayuntamiento de Jerez, Zacatecas y otro por el 

sector social de la comunidad; 
IV. Dos representantes del Sector Productivo que participen en el financiamiento de la Institución, a través de una 

asociación civil constituida para apoyar las funciones del Instituto Tecnológico y que serán designados por la propia 
asociación de conformidad con sus estatutos; 

V. El Secretario, que será designado por el Pleno de la Junta de Gobierno a propuesta de su Presidente; y 
VI. Un Comisario Público propietario y su suplente designados por la Contraloría Interna de Gobierno.  
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los INTEGRANTES DEL COMITÉ ACADÉMICO2 de ese mismo Instituto, cometidos en el 
periodo de la otrora Secretaria de Educación del Estado, y persistentes durante la actual 
administración. 

 
 

R E S U L T A N D O; 
 

I. DE LA CONFIDENCIALIDAD 
 

1. De conformidad con los artículos 6°, apartado A, fracción II y 16, apartado A, párrafo 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 23 y 85 
de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Zacatecas, los 
datos personales de los peticionarios y los agraviados que así lo soliciten, relacionadas con 
esta resolución, permanecerán confidenciales, ya que éstos no son públicos. 
 

 
II. RELATORÍA DE LOS HECHOS Y OBJETO DE LA CONTROVERSIA. 

 
1. El día 18 de marzo de 2021, el Q1 presentó queja, en contra de Directivos e Integrantes del 
Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas; de conformidad 
con los artículos 30, 31 y 32 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Zacatecas. 
 
Por razón de turno, en misma fecha, se radicó queja a la Visitaduría Regional del municipio de 
Jerez, Zacatecas, bajo el número de expediente que al rubro se cita, a efecto de formular el 
acuerdo de calificación de ésta; de conformidad con lo dispuesto por los artículos 123 y 124 
del Reglamento de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas.  
 
El 19 de marzo de 2021, la queja se calificó como una presunta violación al derecho al debido 
proceso, en relación con el derecho de acceso a la justicia, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 124 fracción I, del Reglamento de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Zacatecas. 
 
2. Los hechos materia de la queja que se resuelve, consistieron en lo siguiente: 
El Q1 refirió ser docente del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, y que el 26 
noviembre de 2020, le notificaron un oficio fechado el día 19 del mismo mes y año, a través 
del cual le comunicaron que, en resolución del Comité Académico de ese Instituto, se emitió 
la Recomendación No. […] de fecha el 10 de noviembre de 2020, en la que se determinó que 
derivado de señalamientos vertidos en su contra por alumnos de esa institución educativa, ya 
no podría impartir clases en los grupos y carrera asignados a su carga de trabajo. Resolutivo 
respecto al cual mencionó, a él nunca le dieron a conocer las supuestas quejas que había en 
su contra y detalló que él siguió dando clases hasta el día 20 de noviembre de 2020, fecha en 
que los mismos estudiantes le comentaron que la Subdirectora Académica del Instituto, les 
había presentado a su nueva maestra un día antes, y que ellos no sabían con quien conectarse 
a clase, ya que desconocían lo que estaba pasando. Situación que como ya se dijo, le fue 
notificada oficialmente el 26 de noviembre de la misma anualidad.  
 

 
2
 Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas.  

Art. 43. Del Comité Académico. Para el mejor funcionamiento y el logro de los objetivos del Tecnológico, cuenta con el Comité 
Académico. Órgano Colegiado que tiene fundada su conformación en el Lineamiento para la operación del mismo, que se aplica 
en los Tecnológicos dependientes de la Dirección General de Educación Superior Tecnológica.  
Art. 44. El Comité Académico, se integrará de la forma siguiente:  

I. Presidente: Subdirector Académico.  
II. Secretario Técnico: Será electro de entre los propios miembros del Comité Académico.  
III. Jefes de División de Estudios Profesionales.  
IV. Jefe del Departamento de Desarrollo Económico, y  
V. Jefe del Departamento de Servicios Escolares.  

Considerando los temas a tratar en las sesiones, el Comité Académico podrá contar con invitados temporales en términos de lo 
dispuesto por la normatividad aplicable.  
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Contexto que consideró una violación a su derecho al debido proceso, justamente por el hecho 
de que, a él, nunca le dieron vista de las supuestas quejas iniciadas en su contra, y 
consecuentemente, mucho menos le dieron la oportunidad de ser escuchado y defenderse en 
un procedimiento formal.  
 
3. Se recibieron informes de las siguientes autoridades:  

a) El 26 de marzo de 2021, suscrito por AR1, otrora Directora General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas.  

b) El 12 de enero de 2022, signado por AR2, Director General del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas.  
 
 

III. COMPETENCIA. 
 

1. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas es competente, en los 
términos de los artículos 1º, 4º, 6º, 8º fracción VII, inciso A) y 31 de la Ley de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, en relación con los numerales 15, 22 y 23 del 
Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, en razón 
de que la queja se promueve en contra de servidores públicos adscritos Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas. 
 
2. De conformidad con los artículos 123 y 124 del Reglamento Interno de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, este Organismo advierte que, de los hechos 
materia de la queja, se puede presumir la violación de los derechos humanos de Q1, y la 
responsabilidad por parte de los servidores públicos señalados.  
 
3. Esta Comisión presumió la violación del siguiente derecho: 
a) Derecho al debido proceso, en relación con el derecho de acceso a la justicia. 

 
 

IV. PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN. 
 
Con la finalidad de documentar las presuntas violaciones a derechos humanos, así como para 
determinar la existencia o no de responsabilidad por parte de los servidores públicos 
señalados, este Organismo realizó entrevistas a las personas relacionadas con los hechos; se 
recabaron informes de las autoridades responsables; y, se efectuaron otras diligencias, para 
estar en condiciones de emitir la resolución correspondiente. 

 
V. PRUEBAS. 

 
Con base en lo estipulado en los artículos 48 y 49 de la Ley de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Zacatecas, en relación con los numerales 150, 151, 152, 153 del 
Reglamento Interior de este Organismo, durante el procedimiento realizado por esta Institución 
se recabaron los elementos probatorios documentales, remitidos tanto por la parte agraviada 
como por las autoridades señaladas como responsables, los cuales fueron necesarios para 
emitir la resolución correspondiente. 

 
 

VI. CONSIDERACIONES PREVIAS 
 

1. De la información que dirigiera a esta Comisión, el 06 de diciembre de 2021, vía correo 
electrónico, el Q1, a la que anexó 4 archivos, resulta improcedente su análisis dentro de la 
presente resolución, toda vez que, de la misma, se desglosó diversa queja […], en contra de 
distinta autoridad, la cual fue concluida el 14 de mayo de 2022.   
 
2. De igual forma, en relación a la presunta responsabilidad atribuida a A3, otrora Director 
General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, es del conocimiento de esta 
Comisión que dicho servidor público, dejó de ostentarse como tal, desde el día 21 de 
noviembre de 2020. Por ello, este Organismo no cuenta con competencia para atribuirle alguna 
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responsabilidad con base en lo estipulado por el artículo 4º de la Ley de la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, que determina la competencia de este 
Organismo, para conocer de quejas y denuncias relacionadas con la presunta violación de 
derechos humanos, cuando éstas sean imputables a autoridades y servidores públicos de 
carácter estatal y municipal; en relación con el artículo 15 de su reglamento interno.  
 
3. Lo anterior, en concordancia con el artículo 3° fracción XXV de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, el cual define la calidad de servidor público y contempla 
como tales, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, 
en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por lo cual, en la presente resolución, no se podrá 
hacer alusión a una presunta responsabilidad de su parte. Además de que, A3, en ningún 
momento, fue notificado formalmente de la existencia de la presente queja. 
  
4. Asimismo, del informe suscrito por AR2, Director General del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas, recibido en este Organismo el 20 de enero de 2022, en la página No. 
[…], segundo […], se advierte que este solicitó que la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado, señalara fecha y hora, a fin de desahogar pruebas testimoniales a cargo de RVP, SLS 
y VSQ, la primera […], y los posteriores, […] de ese Instituto Tecnológico, con los cuales, 
pretendía acreditar los supuestos hechos de humillación, discriminación, violencia, miedo, 
zozobra y acoso, de que estos fueron objeto, por parte del Q1, en su calidad de docente de 
ese Instituto y, que derivaron en las quejas que presentaron en su contra.  
 
5. Petición anterior que resulta improcedente, por el hecho de que la línea de investigación 
que realiza este Organismo, reside en acreditar la existencia o no, de la aplicación de la norma 
en los presuntos procedimientos que se realizaron en contra del Q1, por los directivos del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, y no compete a esta Comisión, indagar 
sobre los antecedentes o conflictos laborales o personales existentes entre el ahora quejoso 
y el demás personal o alumnado de ese Instituto, puesto que justamente se supone, que los 
procedimientos internos se realizaron para dirimir las controversias existentes.  
 
 

VII. SOBRE LOS DERECHOS HUMANOS VULNERADOS. 
 
Derecho al debido proceso, en relación con el derecho de acceso a la justicia.  
1. El debido proceso legal es el conjunto de condiciones y requisitos, de carácter jurídico 
procesal, que son necesarios para poder afectar legalmente los derechos de los gobernados3. 
El derecho al debido proceso, es el medio para asegurar, en la mayor medida posible, la 
solución justa de una controversia, y para que éste exista, es preciso que un justiciable pueda 
hacer valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de 
igualdad procesal con otros justiciables4.  
 
2. El debido proceso es fundamental para la protección de los derechos humanos, ya que 
constituye un límite a la actividad estatal, esto es, un conjunto de requisitos que deben 
observar las autoridades administrativas y jurisdiccionales, con el fin de que las personas 
defiendan sus derechos ante cualquier acto del Estado5. Este, además, busca confirmar la 
legalidad y correcta aplicación de las leyes dentro de un marco de respeto mínimo a la dignidad 
humana dentro de cualquier tipo de proceso, entendido éste como “aquella actividad compleja, 
progresiva y metódica, que se realiza de acuerdo con reglas preestablecidas, cuyo resultado, 

 
3

 El debido proceso como Derecho Humano. Cipriano Gómez Lara. Los Derechos Humanos y el Debido Proceso Legal. Pág. 345. 

Fix-Zamudio Héctor, Voz: Debido Proceso Legal, Diccionario Jurídico Mexicano, México, Porrúa-UNAM. 1987, Págs. 820-822.  
4

 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-16/99 de 01 de octubre de 1999. Derecho a la información 

sobre la asistencia consular en el marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. 117.  
5

 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Recomendación No. 13/2017. Sobre el caso de violaciones de los Derechos 

Humanos a la seguridad jurídica, legalidad, libertad personal, debido proceso y presunción de inocencia por la detención arbitraria 
de v, así como acceso a la justicia en su modalidad de procuración de justicia y la protección 
 al derecho a la inviolabilidad de comunicaciones privadas en agravio de v. Ciudad de México, a de 30 marzo de 2017. Pág. 56, 
numeral 150. 
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será el dictado de la norma individual de conducta (sentencia), con la finalidad de declarar el 
derecho materia aplicable al caso concreto”6.  
 
3. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que, las exigencias del debido 
proceso, se extienden también a los órganos no judiciales, a los que corresponda la 
investigación previa al proceso judicial, realizado para determinar la existencia de suficientes 
indicios para interponer una acción penal. Sin cumplimiento de estas exigencias, el Estado no 
podrá, posteriormente, ejercer de manera efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los 
tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial que este tipo de violaciones requiere7. 
 
4. En ese orden de ideas, el principio de legalidad que se busca garantizar con el debido 
proceso, establece que todo acto de los órganos del Estado debe encontrarse fundado y 
motivado por el derecho vigente; consagrado como derecho fundamental en el orden jurídico 
mexicano. En consecuencia, el principio de legalidad implica que, las autoridades deben 
sujetar su actuación a lo dispuesto legalmente, por lo que no pueden proceder de manera 
arbitraria o abusiva, pues únicamente pueden ejercer toda actuación de autoridad, derivada 
del ejercicio de una facultad que la ley le confiere.8  
 
5. Lo mismo sucede con el principio de seguridad jurídica, el cual se define como el 
conocimiento y la certeza que tienen los gobernados de qué es lo que la ley establece como 
permitido o prohibido y, cuáles son los procedimientos que se deben llevar a cabo en cada 
caso, según lo establecido en el marco legal de un país.9  
 
6. Por su parte, la Secretaría de Gobierno, ha definido el derecho al debido proceso legal, 
como el conjunto de formalidades esenciales que se deben observar en cualquier 
procedimiento legal, para asegurar o defender los derechos y libertades de toda persona 
acusada de cometer un delito10. La garantía al debido proceso legal, se encuentra consagrada 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que establece que “nadie 
podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante 
juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad 
al hecho11” y siempre “en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde 
y motive la causa legal del procedimiento12.” 
 
7. Se observa entonces que, los principios de legalidad y de seguridad jurídica, se encuentran 
íntimamente relacionados, lo que implica que todos los actos de autoridad que ocasionen 
molestia o privación en la esfera jurídica de los particulares, deben derivar de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y de los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, pues éstos, junto con la Carta Magna, constituyen el catálogo de 
regularidad en materia de derechos humanos en nuestro país, y garantizan la protección de la 
persona, su familia, sus posesiones, sus propiedades y, desde luego, de sus derechos y 
libertades básicas.  
 
8. En concordancia a lo anterior, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito, ha señalado, a través de la Tesis Aislada con registro 2005766, que el principio 
de legalidad constituye una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, consistente 
en que las autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que están expresamente facultadas 

 
6
 El Debido Proceso Legal y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Víctor Manuel Rodríguez Rescia. Pág. 1296. 

Arazi (Roland), Derecho procesal civil y comercial, 2da. edición, Bs. As., Astrea, 1995, p. 111. 
7 Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Sentencia de 10 de Julio de 2007. Párrafo 133. 

8
 http://ordenjuridico.gob.mx/Congreso/pdf/65.pdf PRINCIPIO DE LEGALIDAD. HACIA UNA CULTURA DE RESPETO AL 

ORDEN JURÍDICO VIGENTE. Profr. Carlos Vidal Yee Romo. 
9
 Real Academia de la lengua española, Diccionario de la Lengua Española, t II, 22ª, ed., Madrid, Espasa, Calpe, 2001, p. 2040. 

10
 Secretaria de Gobierno. Publicación de fecha 07 de diciembre de 2016, encontrada en: 

https://www.gob.mx/segob/articulos/que-se-entiende-por-derecho-al-debido-proceso-legal. 
11

 Cfr. Artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

12
 Ibid. Artículo 16.  

http://ordenjuridico.gob.mx/Congreso/pdf/65.pdf
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por la ley. De ahí que, aquellos actos realizados por éstas, sin el amparo de una facultad 
expresa, se considerarán arbitrarios:  

PRINCIPIO DE LEGALIDAD. CARACTERÍSTICAS DE SU DOBLE 
FUNCIONALIDAD TRATÁNDOSE DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y SU RELACIÓN 
CON EL DIVERSO DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL 
JURISDICCIONAL. 
Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierten los requisitos de mandamiento escrito, autoridad 
competente y fundamentación y motivación, como garantías instrumentales que, a 
su vez, revelan la adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, 
como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde al cual las 
autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que expresamente les facultan las 
leyes, en el entendido de que éstas, a su vez, constituyen la manifestación de la 
voluntad general. Bajo esa premisa, el principio mencionado tiene una doble 
funcionalidad, particularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado, 
impone un régimen de facultades expresas en el que todo acto de autoridad que no 
represente el ejercicio de una facultad expresamente conferida en la ley a quien lo 
emite, se considerará arbitrario y, por ello, contrario al derecho a la seguridad 
jurídica, lo que legitima a las personas para cuestionar la validez de un acto 
desajustado a las leyes, pero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como 
base de todo el ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación de la 
autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le confiere, en tanto no se 
demuestre lo contrario, presunción de legalidad ampliamente reconocida tanto en la 
doctrina como en la legislación nacional. Así, el principio de legalidad, apreciado en 
su mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad, pero 
también conlleva que éste opere a través de un control jurisdiccional, lo que da como 
resultado que no basta que el gobernado considere que determinado acto carece 
de fundamentación y motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo 
señale como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo anule, 
sino que, en todo caso, está a su cargo recurrir a los órganos de control a hacer 
valer la asumida ausencia o insuficiencia de fundamento legal y motivación dentro 
de dicho procedimiento y, a su vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el 
acto cuestionado encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena 
de que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que revela que 
los procedimientos de control jurisdiccional, constituyen la última garantía de 
verificación del respeto al derecho a la seguridad jurídica, cuyas reglas deben ser 
conducentes y congruentes con ese propósito.13 

 
9. En conexidad con el derecho al debido proceso, se tiene el derecho de acceso a la justicia, 
que es una facultad reconocida por los instrumentos jurídicos internacionales, como la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, la cual consagra dicha prerrogativa, en su 
artículo 8.1, y establece que, toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.  
 
10. De igual manera, las “Directrices sobre la Función de los Fiscales de las Naciones 
Unidas”14, establecen en sus numerales 11 y 12 que “[l]os fiscales desempeñarán un papel 
activo en la investigación de delitos y en la supervisión de la legalidad de esas investigaciones 
como representantes del interés público.” En consecuencia, deberán cumplir sus funciones 
con imparcialidad, firmeza y prontitud, respetar y proteger la dignidad humana y defender los 
derechos humanos.  
 
11. Por lo tanto, los Estados no deben poner obstáculos a las personas que acudan a los 
jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos, porque 
entonces, cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de 
cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por 

 
13

 “Época: Décima Época. Registro: 2005766. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III. Materia(s): Constitucional. 
Tesis: IV.2o.A.51 K (10a.). Página: 2239  
14 Adoptadas por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas, celebrado en la Habana, Cuba, en 1990. 
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las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria 
al artículo 8 de la Convención.15 
 
12. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha destacado el derecho de 
acceso a la justicia como una norma imperativa de derecho internacional, la que no se agota 
ante el hecho de que se tramiten los respectivos procesos internos, sino que exige que el 
Estado garantice que estos aseguren, en un tiempo razonable, la satisfacción de los derechos 
que tienen las partes en el mismo16, asimismo, comparte el criterio de la Corte Europea de 
Derechos Humanos, la cual ha analizado en varios fallos el concepto de plazo razonable y ha 
dicho que se debe tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo 
en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del 
interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales17.  
 
13. En el Estado Mexicano, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce 
el derecho de acceso a la justicia en el artículo 17, cuyo texto establece, que ante cualquier 
conflicto que se plantee ante tribunales, todas las personas tienen el derecho a que se 
administre justicia por tribunales que deberán impartirla en plazos y términos previamente 
fijados en las leyes, por lo que sus resoluciones deberán ser emitidas de manera pronta, 
completa e imparcial.  
 
14. Es así que, realizando una interpretación extensiva del citado precepto constitucional, es 
posible afirmar que, los órganos del Poder Judicial, no son los únicos encargados de 
administrar e impartir justicia; de igual manera, los organismos que formalmente son 
integrantes del Poder Ejecutivo, no tienen impedimento para sustanciar procedimientos 
administrativos y emitir sus resoluciones. En consecuencia, el derecho fundamental a la 
administración de justicia es una función estatal, que puede ser cumplida por órganos que 
pertenezcan al Poder Judicial o al Ejecutivo, siempre y cuando la ley los autorice para ello y 
no haya prohibición constitucional al respecto18. 
 
15. En la misma línea, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió que los derechos 
que comprende el artículo 17 constitucional, obligan no solamente a órganos judiciales, sino a 
cualquier autoridad que materialmente realice actos jurisdiccionales. Incluso, aplicó el derecho 
al acceso a la justicia a los actos que realiza el Ministerio Público en materia penal, tratándose 
de la investigación y persecución de los delitos, con base en que, para "el respeto a los 
derechos fundamentales, particularmente los relativos a la vida y a la integridad física, el 
Estado debe asumir una conducta activa y decidida para prevenir su vulneración, a través de 
las acciones legislativas, administrativas y judiciales necesarias, además de acometer lo 
necesario para que, en caso de ser vulnerados, las conductas respectivas puedan ser 
sancionadas".19 
 
16. En concordancia a lo anterior, la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado y 
Municipios de Zacatecas, en su artículo 116 estipula que, “[p]ara la imposición de sanciones, 
la autoridad competente deberá iniciar el procedimiento administrativo respectivo, dando 
oportunidad para que el interesado exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso, 
aporte las pruebas con que cuente. Al verificar la autoridad competente el cumplimiento de las 
leyes y reglamentos locales deberán observar los procedimientos y formalidades previstos en 
la Ley y el Reglamento que en esta materia se expida”. 
 
17. En el caso que nos atiende, el Q4, docente del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, detalló que el 26 de noviembre de 2020, le notificaron el oficio número […], fechado 

 
15

 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Cantos vs Argentina, 28 de noviembre de 2002. 

16 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Ulacio vs Argentina, Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Serie C, No. 

110, párr. 11 
17

 Caso Genie Lacayo, Sentencia de 29 de enero de 1997.  Serie C No. 30, párr 77; y Eur. Court H.R., Motta judgment of 19 

February 1991, Series A No. 195-A, párr. 30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain Judgment of 23 June 1993, Series A No. 262, 
párr. 30). 
18

 Ídem, pág. 380. 

19
 Ídem, pág. 1568. 
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el 19 de noviembre de la misma anualidad, suscrito por la A3, otrora Director General de ese 
Instituto, a través del cual le informaron que, el Comité Académico de dicho Instituto, emitió la 
Recomendación No. […], de fecha 10 de noviembre de 2020, derivada de supuestos 
señalamientos que hubo en su contra, por parte de alumnos de esa Institución.  
 
18. Debiendo enfatizar que, a la fecha en que le fue notificado a Q1, el oficio de referencia (26 
de noviembre de 2020), ya no estaba en funciones como Director General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, la A3, pues este concluyó su encargo, el 21 de 
noviembre de 2020.  
 
19. Continuando con la narrativa del aquí quejoso, puntualizó que, en dicha resolución, se 
determinó que él, ya no podría impartir clase en los grupos y carrera que tenía asignados en 
su carga de trabajo. Determinación que consideró como una clara violación a sus derechos 
laborales, ya que dijo, nunca le dieron a conocer los supuestos señalamientos de queja 
vertidos en su contra, y por ende, no se le garantizó su derecho de audiencia, ni se le dio la 
oportunidad de defenderse de los actos que le fueron imputados.  
 
20. Tocante al tema concreto, conforme a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, todo 
procedimiento, sea jurisdiccional o administrativo, se deberá efectuar atendiendo a las 
formalidades esenciales del procedimiento establecido en la normatividad aplicable; así, 
aunque en el presente caso, no se habla de una rescisión laboral, sino de una afectación a la 
carga de trabajo del Q1, consistente en la prohibición de que éste continuara impartiendo 
clases frente a los grupos que ya tenía asignados.  
 
21. Es así que, al ser el Instituto Tecnológico Superior de Jerez un Organismo Público 
descentralizado de la Administración Pública, y toda vez que la Ley del Servicio Civil del Estado 
de Zacatecas, norma las relaciones de trabajo entre los poderes del Estado y la administración 
pública paraestatal, resulta aplicable lo establecido en sus artículos 28 y 29, los cuales 
estipulan que en cualquier tiempo, se puede ejercer la rescisión de la relación laboral, o en su 
defecto, una afectación a las condiciones laborales de una persona, siempre y cuando se inicie 
y tramite un procedimiento administrativo, al que asistan el trabajador, la parte denunciante en 
caso de haberla y la parte sindical correspondiente, para garantizar que exista igualdad de 
condiciones procesales.  
 
22. El mismo ordenamiento legal, en su artículo 31, especifica que, en caso de que el titular 
de la entidad pública inicie el procedimiento administrativo interno, deberá notificarle a su 
trabador legalmente y por escrito su determinación, la cual deberá contener con claridad los 
hechos que la motivan y la fecha o fechas en que se cometieron, señalando además con 
precisión las fechas de las audiencias o de la práctica de cualesquier diligencia administrativa, 
tendiente a demostrar la comisión o no de los hechos que se le imputan y que, dicha 
notificación, deberá entregarse personalmente al trabajador, por lo menos con tres días hábiles 
de anticipación a la diligencia.  
 
23. Dicha disposición resalta que, la falta de notificación personal, al trabajador, así como del 
cumplimiento de las formalidades del procedimiento, serán suficientes para determinar la 
nulidad del inicio del procedimiento y, en consecuencia, no podrá ejercerse resolución alguna 
en contra de este. 
 
24. Respecto a los actos reclamados por Q1, se solicitaron los informes correspondientes, a 
los integrantes del Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, 
así como a la AR1, otrora Directora General de ese Instituto, quien fungía como tal al momento 
en que se instauró la queja que nos atiende (18 de marzo de 2021), aunado a que, fue durante 
su administración, la que inició el 25 de noviembre de 2020, que el 26 de noviembre de esa 
anualidad, se notificó al quejoso el oficio […] de fecha 19 de noviembre, en el que funda la 
presente queja.    
 
25. Así, el 26 de marzo de 2021, dicha servidora pública señaló que los hechos manifestados 
por Q1 eran falsos, incompletos, desactualizados y, sobre todo, imprecisos, y detalló que, a 
ese momento, el quejoso de referencia estaba en un procedimiento de investigación, en razón 
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a diversas quejas o denuncias que existían en su contra, las cuales puntualizó de la siguiente 
manera:  
a) La queja de los egresados MGV y LAPS, por el presunto plagio realizado por el docente 

Q1, quien publicó el artículo […] en la revista […]. No dando crédito alguno a los 
estudiantes, quienes comentan haber estado trabajando en este proyecto durante casi 
dos años y en el que también participan las […] AHO y MGBT. Por lo cual, refiere que los 
[…] consideran que es una acción altamente reprochable y una falta de ética profesional 
por parte del docente en mención.  
 

b) Asimismo, refirió que existen antecedentes de que, en Tutorías, los alumnos manifestaron 
su inconformidad por desconocer los criterios de evaluación en cada tema y producto de 
aprendizaje, además de considerar que la forma en la que Q1 se dirigía a ellos, no es 
propia de un docente.  

 
c) Por otro lado, menciona que los alumnos aseveran que el docente no realiza su función 

como tal; que no reciben retroalimentación en las tareas, que no brinda rúbricas para la 
entrega de las tareas, y que el procedimiento de calificación no les es dado a conocer; en 
adición a que, constantemente realiza comentarios para humillarlos y hacerlos sentir mal 
emocionalmente.  
 

d) Aunado a esto, informó que, a la fecha, el docente tiene registradas 3 salidas no 
conformes por reprobación: 2 en la carrera de […] y 1 en Licenciatura en […], esto de 
acuerdo al proceso de Calidad. Incluso, en una reunión de padres de familia que se llevó 
a cabo en octubre de 2020, alguno de ellos, padres de los alumnos de la carrera de […], 
externaron molestia por la manera en que el docente desempeñaba su trabajo.  
 

e) De igual manera, refiere que la alumna LTL, de […], denunció a Q1, por incurrir en actos 
de discriminación y acoso sexual en su contra.  
 

f) Asimismo, afirmó que FMM, en su carácter de Secretaria Ejecutiva del SEPCI en la 
Institución, informa que hay antecedentes de otras quejas hacia el docente desde el 2018, 
por lo que sugiere que se le retire del trabajo frente a grupo y que la queja se canalice al 
Jurídico de la Institución, para que se dé el seguimiento que corresponda.  

  
26. Puntualizó que, debido a las quejas o denuncias existentes en contra de Q1, en reunión 
del Comité Académico, celebrada el 27 de octubre de 2020, se emitió Recomendación No. 
[…], de fecha 10 de noviembre de 2020, en la que se determinó:  

1. Turnar el caso a la Comisión de Ética, al Sindicato y al Jurídico del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, para su correspondiente seguimiento; y,  
2. Retirar al docente Q1 de su trabajo frente al grupo, mientras se resolvía la situación.  

 
27. A su informe de autoridad, la AR1, otrora Directora General del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, añadió diversa documentación, con la cual dijo, acreditaba las 
distintas quejas y/o denuncias existentes en contra del Q1, siendo las siguientes:  
● Formato de denuncia presentada por LTL, de la Carrera de […], en contra de Q1, de fecha 

07 de junio de 2019. 
● Formato de denuncia presentada por VSQ, en contra de Q1, de fecha 01 de noviembre 

de 2018. 
● Escrito de queja presentado por los alumnos del grupo […], de la Carrera de […] del 

Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, de fecha 19 de marzo de 2020. 
● Escrito de queja presentada por LAPS y MGV, por Derechos de Autor en Publicación, 

presentada ante A3, otrora Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, en contra del Q1, de fecha 26 de agosto del 2020. 

● Oficio […], de fecha 05 de octubre de 2020, suscrito por A3, otra Director General del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, a través del cual solicitó a la JMGAS, 
Subdirectora Académica y Presidenta del Comité Académico de ese Instituto, hacer del 
conocimiento al H. Comité Académico de la queja presentada por MGV y LAPS, por 
presunto Plagio, atribuido al Docente Q1.  
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● Oficio dirigido a A3, Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, de fecha 13 de octubre de 2020, firmado por KRS, Presidenta del Subcomité 
de Ética y Prevención de Conflicto de Intereses del Instituto Tecnológico Superior de 
Jerez, Zacatecas, a través del cual le remite Proyecto de Resolución del Comité o 
Subcomité de Ética, respecto a la queja presentada por LTL.  

● Escrito de fecha 30 de octubre de 2020, dirigido a A3, otrora Director General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, consistente en queja presentada por alumnos 
de […] semestre de la carrera de […], en contra del Docente Q1. 

● Oficio de fecha 17 de noviembre de 2020, signado por A3, entonces Director General del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, a través del cual solicitó a JMGAS, 
Subdirectora Académica de este Instituto, asignara nuevos docentes para cubrir las clases 
que estaban bajo responsabilidad del Docente Q1. 

● Recomendación […], emitida por el Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas y suscrita por JMGAS, Presidenta del mismo, de fecha 10 de 
noviembre de 2020. 

● Escrito de inconformidad, de fecha 18 de diciembre de 2020, firmado por el Q1, dirigido a 
AR1, otrora Directora General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. 

● Oficio de fecha 26 de enero de 2021, suscrito por la AR1, entonces Directora General del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, y dirigido al Q1.  

● Oficio de fecha 03 de marzo de 2021, signado por ZRDD, Jefa de División de Ingeniería 
en Sistemas Computacionales, dirigido al Docente Q1, consistente en una salida no 
conforme. 

● Captura de pantalla de correo electrónico de la Salida No Conforme de Q1, enviado a la 
AR1, otrora Directora General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, en 
fecha 22 de marzo de 2021.  

● Carga académica de Q1, de fecha 18 de febrero de 2020. 
 
28. En ese orden de ideas, del informe de la AR1, entonces Directora General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, se debe destacar que, en el punto CUARTO, en el 
que hace referencia a la resolución emitida por el Comité Académico del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, se asentó que el caso se debería turnar a la Comisión de Ética 
y al Jurídico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, para que ambos, le dieran 
el correspondiente seguimiento. En suma, es de observarse que, en toda la documentación 
presentada a esta Comisión por dicha servidora pública, no se advierte asentamiento alguno 
que demuestre, que se le notificaran por algún medio, al Q1, todas y cada una de las quejas y 
procedimientos presuntamente instaurados en su contra, ya que únicamente se le hizo del 
conocimiento sobre las Salidas No Conformes, las que consisten en un procedimiento 
meramente administrativo, encaminado a asegurar el control y la calidad escolar.  
 
29. En ese sentido, se solicitó a la AR1, entonces Directora General del Instituto Tecnológico, 
precisara los avances de los procedimientos de investigación que ella misma refirió, se seguían 
en contra del Q1 y, se le requirió que exhibiera copia debidamente cotejada de todo lo actuado 
dentro de éstos. Asimismo, se solicitó informe de autoridad a los Integrantes del Comité 
Académico de dicho Instituto, toda vez que, de primer momento, únicamente lo rindió la 
entonces Directora de ese Centro Educativo. Situación que prevaleció en esa nueva solicitud, 
y en informe recibido el 01 de julio de 2021, suscrito nuevamente por AR1, reiteradamente 
mencionó y exhibió las múltiples quejas que existían en contra de Q1, siendo las mismas que 
ya había referido en su informe de fecha 26 de marzo de 2021, sin que, de nueva cuenta, se 
observara la existencia de un procedimiento formal, ante el Departamento Jurídico de ese 
Instituto, que hubiera sido debidamente notificado a Q1.  
 
30. De igual manera se debe precisar que,  esta Comisión nunca recibió un informe suscrito a 
nombre de los Integrantes del Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, pues en las dos ocasiones que les fue solicitado, lo contestó la AR1, quien en todo 
momento se ostentó como Directora General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, y no como integrante del Comité Académico del mismo, además de que, según se 
desprende del Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas 
[artículos 43 y 44], ésta no funge como integrante de dicho Comité.   
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31. Por otro lado, advertido el hecho de que la AR1, no exhibiera a este Organismo un 
procedimiento formal iniciado ante el Departamento Jurídico del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas, según se asentó en constancia elaborada por personal de esta Comisión, 
de fecha 01 de julio de 2021, se entabló comunicación telefónica con la entonces Directora de 
ese Instituto Tecnológico, a quien de manera directa se le solicitó proporcionara los datos del 
encargado del Departamento Jurídico del mismo, para estar en posibilidad de requerirle de 
manera directa, que exhibiera la documentación referente a los procedimientos que se 
desahogaban en contra de Q1.  
 
32. Requerimiento verbal ante el cual se recibió como respuesta por parte de la AR1, que ese 
Instituto, en ese momento a su cargo, no contaba con Departamento Jurídico como tal, sino 
que únicamente se asesoraban con algún abogado, y que se daría a la tarea de investigar 
quien llevaba el asunto específico, comprometiéndose a hacer llegar la información en cuanto 
la tuviera en sus manos, la cual nunca hizo llegar a este Organismo.   
 
33. En la misma línea de investigación, el 02 de diciembre de 2021, se requirió a la AR2, actual 
Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, acreditara la 
existencia de los diversos supuestos procedimientos que se seguían en contra de Q1, y que 
según había informado la AR1, otrora Directora del Instituto, habían sido turnados a la 
Comisión de Ética, al Sindicato y al Departamento Jurídico de ese Instituto, por lo que se le 
pidió que exhibiera copia debidamente certificada de todo lo actuado dentro de tales 
procedimientos. 
 
34. En informe recibido el 20 de enero de 2022, AR2, mencionó que no existía ni había existido 
un Departamento Jurídico en el Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, que 
únicamente un Licenciado de nombre NEH, en algunas ocasiones apoyaba con asesorías en 
materia legal al Comité de Ética y que, al cuestionarle a éste sobre el caso concreto, le 
respondió que no existía algún procedimiento formal en el que estuviera involucrado Q1.  
 
35. Además puntualizó que, después de reunirse con integrantes del Comité de Ética del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, le informaron que ante ese Órgano 
existían tres denuncias en contra de Q1, mismas que detalló en su informe, observando que 
la primera de ellas, de marzo de 2018, no corresponde a ninguna de las referidas 
anteriormente por la AR1, otora Directora General del Instituto, y en la cual, según refirió  AR2, 
se tuvo un diálogo con el docente y ahora quejoso, y se le exhortó a conducirse de manera 
correcta con sus alumnas. Actuación que según se desprende del formato de queja o 
denuncia, quedó asentado como conclusión del conflicto, de fecha 23 de marzo de 2018.  
 
36. De igual manera, mencionó la existencia de una segunda queja, presentada en contra de 
Q1, por la también docente de ese Instituto VSQ, misma que coincide con los datos aportados 
previamente por la AR1, otrora Directora de ese centro educativo. Procedimiento respecto al 
cual, explicó, fue concluido por la vía conciliatoria, lo que acreditó con documento suscrito por 
la VSQ, de fecha 13 de febrero de 2019, dirigido a la KRS, Presidenta del Subcomité de Ética 
y Prevención de Conflictos de Interés del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, 
a través del cual, ésta solicitó se detuviera el proceso relacionado con la denuncia que realizó 
el 01 de noviembre de 2018, en contra de Q1. 
 
37. Por último, AR2, hizo referencia a la queja presentada por la entonces alumna de ese 
Instituto LTL, de fecha 07 de junio de 2019, la cual también fue mencionada en su momento 
por la anterior Directora, la AR1, quien señaló que se trataba de un asunto delicado, pues 
existía la posibilidad de que se hablara de un caso de presunto acoso sexual, declaración por 
parte de dicha servidora pública que se advierte sumamente grave, puesto que tal hecho no 
es considerado únicamente como una posible falta administrativa cometida probablemente por 
parte de Q1, sino se trata de la factible comisión de un delito.  
 
38. Además, se debe destacar que respecto a la queja presentada por LTL, tampoco existe el 
antecedente de que Q1, hubiera sido notificado con formalidad sobre la existencia de tal 
denuncia en su contra, ya que únicamente obra la constancia de una resolución: la 
Recomendación No. […], emitida por el Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior 
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de Jerez, Zacatecas, en la que, como medida sancionatoria, se determinó retirar de su carga 
de trabajo ante grupo, a Q1, docente del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas.   
 
39. De lo descrito en párrafos precedentes, se advierte la inobservancia del Contrato Colectivo 
de Trabajo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas20, el cual estipula que 
cuando se considere que un trabajador ha incurrido en alguna falta o incumplimiento de sus 
obligaciones, no deberá aplicarse ninguna sanción, hasta que los representantes del Instituto 
lleven a cabo una investigación administrativa en días y horas hábiles; investigación que dará 
inició con la citación que el representante del Instituto haga al trabajador a efecto de que 
comparezca el día y la fecha en que se desahogará la misma.  
 
40. Además, la Cláusula 245 del Contrato Colectivo, prevé que la investigación administrativa, 
deberá realizarse en un plazo de 30 días naturales, contados a partir de la fecha en que el 
titular tenga conocimiento de la falta cometida por el trabajador y que, concluido este plazo sin 
haberse terminado la indagatoria, ya no podrá aplicarse sanción alguna. Es así que, 
concatenando la información vertida por AR1 y AR2, respectivamente, anterior y actual 
Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, se obtiene que la 
última queja o denuncia presentada en contra de Q1, es de fecha 26 de agosto de 2020 y, por 
lo tanto, acorde al referido estatuto legal, el procedimiento administrativo se debió de haber 
iniciado, a más tardar, el 26 de septiembre de 2020. Sin embargo, este dio inicio en fecha 05 
de octubre de 2020, lo que implica un retraso de nueve días.  
 
41. Luego entonces, no hay que dejar de lado que, con dicha omisión, no solo se transgredió 
lo dispuesto en la Ley del Servicio Civil del Estado de Zacatecas, referente a las relaciones de 
trabajo a las que se aludió con anterioridad, sino también al contenido del Contrato Colectivo 
del propio Instituto, que puntualmente estipula en su Cláusula 249, que toda acción o 
resolución del Instituto que afecte la situación laboral del trabajador, deberá ser notificada a 
éste, de forma inmediata y por escrito. Omisión que se actualiza también en la queja 
presentada por VSQ, en fecha 01 de noviembre de 2018, puesto que tampoco existe el 
antecedente de que se iniciara el procedimiento en el tiempo legal correspondiente, ni la 
notificación a Q1, del inicio del mismo. 
 
42. Mención aparte, merece la denuncia presentada por la alumna LTL, por supuesto acoso 
sexual, de fecha del 07 de junio de 2019, en la cual se advierte que el 27 de noviembre de 
2019, cuando el Comité o Subcomité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, realizó un Proyecto de Resolución, en el que, en su fracción VI, último párrafo, 
concluyó que debería darse vista al Órgano Interno de Control y, en la fracción VII, párrafo 
cuarto, se solicitó a la Junta de Gobierno del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, considerara la necesidad y conveniencia de suspender y separar de sus labores 
académicas a Q1. Resolución que tampoco le fue notificada el quejoso.  
 
43. Determinación en la que se actualiza una doble improcedencia, la primera de ellas, de 
extemporaneidad, al no iniciarse el procedimiento dentro de los 30 días contados a partir de 
que se recibió la denuncia, acorde a lo establecido en la Clausula 245 del Contrato Colectivo, 
toda vez que esta se instauró el 07 de junio de 2019, mientras que la Resolución se emitió el 
27 de noviembre de 2019, excediendo en su término por 5 meses y 20 días. Y la segunda, 
justamente porque no obra de por medio, algún procedimiento formal, del que se notificara 
debidamente a Q1, a fin de salvaguardar su derecho de acceso a la justicia, a través de un 
debido proceso en el que tuviera la oportunidad de ser oído.   
 
44. Circunstancia similar que se repite en la denuncia presentada ante el Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, el 26 de agosto de 2020, por los alumnos MGV y LAPS, quienes 
señalaron un presunto plagio cometido en su agravio, por Q1, en la que se observó que fue 
hasta el 05 de octubre de 2020, en que se hizo del conocimiento de ello a la MTI JMGAS, en 
su calidad de Subdirectora Académica y Presidenta del Comité Académico de ese Instituto, 

 
20 Clausulas 239 y 240. 
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excediendo nuevamente el término establecido en la Clausula 245, para ese fin, por nueve 
días, lo que trae como consecuencia una violación al debido proceso.   
 
45. Resulta necesario abundar que, de dicha Recomendación, derivó el oficio EXP No. […] 
(documento en el que el quejoso motivó la presente queja), de fecha 19 de noviembre de 2020, 
suscrito por A3, entonces Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, a través del cual se le notificó al aquí quejoso, que el Comité Académico de ese 
Instituto, había emitido la Recomendación No. […], en fecha 10 de noviembre de 2020, y que 
por lo tanto, se le instaba, a efecto de que ya no impartiera clase en los grupos y carreras que 
ya tenía asignados a su carga de trabajo, mismo que como ya se refirió, fue notificado al ahora 
quejoso, durante la administración de AR1.   
 
46. Sin que, hasta ese momento, se advierta la existencia de algún procedimiento formal, en 
el que, el denunciado, Q1, fuera informado de dicha imputación en su contra, ni mucho menos, 
de que fuera escuchado y vencido en juicio, por una autoridad competente, en la cual, 
presentara las pruebas que tuviera para acreditar y desvirtuar los hechos investigados y, que, 
en su momento oportuno, se emitiera una resolución conforme lo establece la ley.  
 
47. En ese orden de ideas, es menester hacer énfasis en que, la Resolución de la que resultó 
la determinación de que Q1 fuera retirado de su carga laboral frente a grupo, fue emitida por 
el Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. Sin embargo, 
según las funciones que realiza dicho Órgano, mismas que instituye el Lineamiento del Comité 
Académico, del Manual de Lineamientos Académico-Administrativos del Tecnológico Nacional 
de México, éste tiene como propósito, “Establecer la normativa para la emisión de propuestas 
y recomendaciones a la autoridad del Instituto por parte del Comité Académico, en asuntos 
sustantivos al ámbito académico, fundamentado en un conocimiento pleno de la realidad 
institucional y de su entorno…”, no así de sancionar, puesto que esto, es una facultad 
específica del Director General de Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, 
contemplada en el Decreto Gubernativo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas21.   
 
48. Esto es, dicho documento no estipula que los integrantes del Comité Académico, tengan 
facultad de ejercer una función jurisdiccional, razón por la que se puede colegir, que ese 
Comité solicitó, se turnara el asunto al Departamento Jurídico del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, departamento que como ya se dijo, lo refirieron los AR1 y AR2, 
respectivamente, otrora y actual Director General de Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, era inexistente dentro del mismo. Ausencia de facultades que incluso fue advertida 
por los YSO, MCB y por la Subdirectora Académica de Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas (sin que se asentara el nombre de esta última), pues en el acta No. […], celebrada 
el 27 de octubre de 2020 por el Comité Académico, se lee que la Subdirectora comentó que 
ese Comité no era el Órgano [competente] para investigar y sancionar ese tipo de asuntos.  
 
49. Por su parte, la YSO, Secretaria del Comité Académico, dijo que era importante considerar 
cuales eran las atribuciones que tenía ese Comité, y las que podía tener en el caso particular, 
esto, para no afectar algún procedimiento posterior. En el mismo sentido, la MCB, Integrante 
del Comité Académico, señaló que deberían de ser muy cuidadosos hasta donde era la 
facultad para sancionar de ese Comité Académico.  
 
50. Luego entonces, reconocida la inexistencia de un procedimiento administrativo, iniciado y 
notificado en tiempo y forma, al Q1, omisión que resulta directamente atribuida a los 
Integrantes del Comité Académico así como a la AR1, otrora Directora General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, los primeros, al extralimitar sus facultades, y la 
segunda, toda vez que, si bien es cierto, el oficio que dio inicio a la presente queja, fue suscrito 
por A3, se notificó al aquí quejoso durante la administración de la AR1, quien en su momento, 
tuvo la posibilidad de no dar continuidad al acto, debiendo advertir la ausencia de facultad del 

 
21

 Cfr. Artículo 14. Son facultades del Director General:  

X. Nombrar y remover al personal académico, técnico y administrativo del Instituto, de conformidad con las disposiciones 
aplicables.  
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Comité Académico para emitir ese tipo de resoluciones sin la existencia de un procedimiento 
formal previo.   
 
51. Además de que, según lo especificó el Q1, el oficio EXP No. […], fechado el 19 del mismo 
mes y año, a través del cual le informaron que, por Resolución del Comité de Ética, se le 
instaba a efecto de que ya no impartiera clases en los grupos y carreras asignados a su carga 
de trabajo, le fue notificado el 26 de noviembre de 2020, lo que se traduce en una ilegalidad 
del procedimiento, al no cumplir sus propias formalidades.   
 
52. En suma, se debe de considerar que, según lo manifestó el quejoso, fueron los propios 
estudiantes del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, quienes el 20 de 
noviembre de 2020, le comentaron que la Subdirectora Académica de ese Instituto, el día 
anterior, les presentó a su nueva maestra y les indicó que ya no se conectaran a las clases 
que impartía el Q1, sin que hasta este momento él supiera lo que estaba sucediendo.  
 
53. Situación que la autoridad no pudo desvirtuar, toda vez que, la copia del oficio EXP No. 
[…], de fecha 19 de noviembre de 2020, no presenta alguna firma o fecha que indique el acuse 
de recibido, lo que nos hace presumir una transgresión a las Cláusulas 249 y 250 del Contrato 
Colectivo de Trabajo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, las cuales 
estipulan que toda acción o resolución del Instituto que afecte la situación laboral del 
trabajador, deberá ser notificada a éste, de forma inmediata y por escrito, y que mientras tanto 
el trabajador no haya sido notificado, ésta no podrá surtir efecto alguno, por lo que no podrá 
efectuarse cambio o movimiento, que pretenda modificar la situación laboral del trabajador.  
 
54. En adición a lo ya referido, se advierte el hecho de que, no solamente le fue vulnerado su 
derecho al debido proceso en relación con su derecho al acceso a la justicia al Q1, por haber 
sido sancionado sin ser escuchado y vencido en juicio ante una autoridad competente, lo que 
resulta contrario a lo establecido en la Ley el Servicio Civil del Estado de Zacatecas, en la Ley 
del Procedimiento Administrativo, y en el Contrato Colectivo del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas, ya que al no existir la notificación debida del inicio del procedimiento, 
pudiera incluso, determinarse la nulidad de éste y, por lo tanto, resulta totalmente arbitrario la 
ejecución de resolución alguna en su contra.  
 
55. Omisión que también se configura respecto a la denuncia presentada por los entonces 
alumnos del Instituto Tecnológico, MGV y LAPS, en contra de Q1, quienes, según lo informó 
a esta Comisión, la AR1, otrora Directora General de ese Instituto, el 26 de agosto de 2020, 
se dolieron de que dicho docente había cometido el presunto plagio del artículo […], el cual 
fue publicado en la revista […], el mes de agosto de 2020.  
 
56. Hecho del cual, se observó el oficio EXP No. […], dirigido a la JMGAS, Subdirectora 
Académica y Presidenta del Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, para que, por su conducto, hiciera del conocimiento de dicha denuncia al Comité 
Académico de ese Instituto, para llevar a cabo un análisis de los hechos narrados por MGV y 
LAPS.  
 
57. Ahora bien, el 29 de noviembre de 2021, compareció de nueva cuenta ante personal de 
esta Comisión, el Q1, quien mencionó que el 16 de agosto de 2021, a través del oficio EXP. 
[…], signado por la AR1, entonces Directora General del Instituto Tecnológico Superior de 
Jerez, Zacatecas, lo convocaron para celebrar una audiencia de pruebas y alegatos, en donde 
se analizarían distintas inconformidades que había en su contra, entre las cuales le 
mencionaron la queja por supuesto plagio cometido por él, en contra de los alumnos MGV y 
LAPS, y le solicitaron que presentara las pruebas que considerara convenientes para 
desvirtuar los hechos que le fueron imputados.  
 
58. Acontecimiento del cual se debe destacar que, según lo cita el referido documento, la 
audiencia tuvo verificativo el día 20 de agosto de 2021, lo que se constata con el acta de 
Investigación Administrativa de esa fecha, exhibida ante esta Comisión por el quejoso Q1, sin 
embargo, fue desde el 19 de noviembre de 2020, (nueve meses anteriores a la fecha de la 
audiencia) en que a través del oficio EXP. No. […], signado por A3, y notificado en la 
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administración de la AR1, ambos, anteriores Directores Generales del Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, cuando le notificaron que, a partir de esa fecha, ya no podría 
impartir clases en los grupos y carreras que tenía asignados a su carga de trabajo.  
 
59. Lo que demuestra que, en el presente caso, el inicio de dicho procedimiento por parte de 
la AR1, además de que es evidentemente extemporáneo acorde a lo estipulado en la Cláusula 
245 del Contrato Colectivo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, es completamente 
ilegal, desde que no se cumplió con los estándares, que para garantizar el debido proceso, 
señala la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que cita que, éste (el debido 
proceso) es el medio para asegurar, en la mayor medida posible, la solución justa de una 
controversia, y para que éste exista, es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus 
derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal 
con otros justiciables22, esto en razón a que, Q1, primeramente fue separado del cargo 
(notificado el 26 de noviembre de 2020), en tanto que su audiencia se celebró nueve meses 
después (20 de agosto de 2021).  
 
60. Al proseguir con la investigación, y bajo la advertencia de que el Instituto Tecnológico 
Superior de Jerez, Zacatecas, no había remitido a esta Comisión, las constancias de los 
procedimientos que supuestamente se instauraban en contra de Q1, se solicitó de nueva 
cuenta dicha documentación a AR2, actual Director General del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas, quien en respuesta, solamente reprodujo lo que con antelación, ya había 
señalado la AR1, entonces Directora General de este Instituto, pues nuevamente refirió que 
había varios procedimientos de queja en contra del Docente Q1, sin que exhibiera las pruebas 
documentales que evidenciaran el desarrollo de los mismos, y corroboró además, que en ese 
Instituto no existía un Departamento Jurídico como tal, y que por lo tanto, no existía ningún 
procedimiento formal.  
 
61. Con lo cual, queda claro que el Comité Académico y la AR1, Directora del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, vulneraron del derecho al debido proceso, en 
relación con el derecho de acceso de justicia, de Q1, los primeros al ejercer funciones 
jurisdiccionales, sin desahogar previamente el procedimiento correspondiente, y la segunda al 
darle seguimiento de manera extemporánea e ilegal, a la Recomendación emitida por dicho 
Comité.  
 
62. Por lo que hace a AR2, actual Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, se actualiza la violación a los derechos de Q1, pues prosiguió en la misma línea, 
de dejar sin carga de trabajo al aquí quejoso, y solicitó además a personal de esta Comisión, 
desahogara diversas diligencias, con las cuales dijo, pretendía corroborar el mal 
comportamiento del aquí quejoso.  
 
63. En conclusión, para que la modificación de la carga laboral de Q1, por parte de quienes en 
su momento fungieron como titulares del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, 
hubiera estado apegada a la legalidad y seguridad jurídica, era indispensable que, 
previamente, se instaurara un procedimiento administrativo que respetara las garantías de 
audiencia y de defensa de la parte trabajadora y éste hubiera sido substanciado dentro del 
término legal, y en condiciones de igualdad procesal.  
 
64. Para confirmar el incumplimiento de este imperativo legal, se requirió informe a la AR1, así 
como a AR2, respectivamente, otrora y actual Director General de ese Instituto, quienes de 
manera categórica informaron que sí existían diversas quejas en contra de Q1, no obstante, 
ninguno de ellos acreditó la tramitación de procedimiento formal correspondiente, además de 
que ambos refirieron que ese Instituto Tecnológico, no contaba con un Departamento Jurídico, 
donde se pudiera desahogar el mismo.  
 
65. Procedimiento al que tenía derecho el Q1, en aras de salvaguardar su derecho de acceso 
a la justicia través de un debido proceso, al que deben apegarse las actuaciones de todas las 

 
22

 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-16/99 de 01 de octubre de 1999. Derecho a la información 

sobre la asistencia consular en el marco de las Garantías del Debido Proceso Legal. 117.  
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autoridades. Sin embargo, la autoridad omitió realizarlo, actualizándose con ello la violación al 
derecho al debido proceso ante la ausencia del procedimiento administrativo que el personal 
del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, debió instaurar. Lo anterior, conforme 
a lo estipulado por los artículos 28 y 29, de la Ley del Servicio Civil del Estado de Zacatecas, 
Cláusulas 239, 240, 245 y 249 del Contrato Colectivo del Instituto Tecnológico Superior de 
Jerez, Zacatecas, y artículo 116 de la Ley del Procedimiento Administrativo del Estado y 
Municipios de Zacatecas.  

 
 

VIII. CONCLUSIONES DEL CASO. 
 
1. Esta Comisión reconoce que la dignidad en el empleo debe permanecer durante todo el 
tiempo de existencia de la relación laboral, e incluso, debe trascender a los momentos en que 
se rescinda la misma. En este sentido, este Organismo insiste, que todas las autoridades, 
tienen el deber de enmarcar todo el proceso que acompaña a la rescisión de una relación 
laboral, al principio al debido proceso, de forma que, se respete la dignidad de la persona en 
su calidad de trabajador. 
 
2. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas reitera que, el Estado 
mexicano, por conducto de las instituciones, tiene la obligación de prevenir, investigar, 
sancionar y reparar violaciones a derechos humanos. En el presente caso, se tiene por 
acreditada la violación al derecho de acceso a la justicia, en relación con el derecho al debido 
proceso, mismo que fue violentado en agravio de Q1, a quien no le fue respetada la garantía 
de ser oído y vencido en juicio.  
 
3. Esta Comisión concluye que, el Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, a través 
del Comité Académico y las AR1 y AR2, los primeros al realizar funciones jurisdiccionales, 
fuera de su ámbito de competencia y, emitir una resolución en la que se determinó retirar de 
su carga laboral a Q1. Mientras que, la AR1, otrora Directora del Instituto Tecnológico Superior 
de Jerez, Zacatecas, por ejecutar el acto indebido en contra de Q1, derivado de la 
Recomendación emitida por el Comité Académico, aunado a que, de manera extemporánea, 
acorde a lo estipulado en el Contrato Colectivo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, inició un procedimiento en contra del quejoso, sin que este fuera debidamente 
notificado y, en consecuencia cumplimentó una medida sancionatoria totalmente ilegal por la 
misma razón, la cual, tampoco notificó en tiempo y forma al quejoso, puesto que éste fue 
informado por sus propios alumnos, que a partir del 20 de noviembre de 2020, ya les habían 
asignado nueva docente.  
 
4. Por último, AR2, actual Director General del Instituto, siguió permitiendo la afectación a la 
carga laboral del aquí quejoso, como ya se explicó, sin la existencia de procedimiento 
legalmente establecido por la Ley del Servicio Civil del Estado de Zacatecas, por la Ley del 
Procedimiento Administrativo y por el Contrato Colectivo del Instituto Tecnológico Superior de 
Jerez, Zacatecas, para poder afectar la carga laboral que Q1 tenía como docente, violentando 
así, la esfera jurídica del trabajador.  
 
5. Por otro lado, tal y como ya se detalló en el apartado de Consideraciones Previas de la 
presente resolución, respecto a la presunta responsabilidad atribuida a A3, otrora Director 
General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, con base en lo estipulado por 
el artículo 4º de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, que 
determina la competencia de este Organismo, para conocer de quejas y denuncias 
relacionadas con la presunta violación de derechos humanos, cuando éstas sean imputables 
a autoridades y servidores públicos de carácter estatal y municipal; en relación con el artículo 
15 de su reglamento interno.  
 
6. En concordancia con el artículo 3° fracción XXV de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, el cual define la calidad de servidor público y contempla como tales, a toda 
persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito 
federal y local, conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. En la presente resolución, no se podrá hacer alusión a una 
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presunta responsabilidad de su parte. Además de que, A3, en ningún momento, fue notificado 
formalmente de la existencia de la presente queja.  
 
 

IX. CALIDAD DE VÍCTIMAS: 
 
1. La Corte Interamericana ha definido qué se entiende por “víctima” en general y qué se 
entiende por “víctima” stricto sensu dentro de un proceso contencioso. 
 
2. La noción de “víctima” bajo derecho internacional se refiere a la parte lesionada. De 
conformidad con reglas generales de la Responsabilidad Internacional de los Estados, la parte 
lesionada es aquella “cuyo derecho individual ha sido denegado o dañado por el acto ilegal 
internacional o que ha sido de otra manera particularmente afectado por dicho acto”. En el 
área de la protección internacional de derechos humanos, la parte lesionada es el individuo 
cuyos derechos han sido violados, es decir la parte cuyos derechos han sido conculcados 
generándosele un daño. A menudo también se le refiere como la “parte agraviada”. El 
Reglamento de la Corte Interamericana define el término “víctima” de la siguiente manera: 
“significa la persona cuyos derechos han sido violados de acuerdo a la sentencia proferida por 
la Corte”. Es decir, “víctima” es aquella cuyos derechos ya han sido determinados por la Corte 
habiendo establecido violaciones en su detrimento.  
 
3. También la Corte Interamericana ha estimado que se puede declarar la violación del derecho 
a la integridad psíquica y moral de familiares directos de víctimas de ciertas violaciones de 
derechos humanos aplicando una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas 
e hijos, esposos y esposas, y compañeros y compañeras permanentes (en adelante “familiares 
directos”), siempre que ello responda a las circunstancias particulares en el caso. Respecto 
de tales familiares directos, corresponde al Estado desvirtuar dicha presunción23.  
 
4. En el marco legal nacional, la Ley General de Víctimas conceptualiza en su artículo 4, a las 
víctimas directas e indirectas, entre otras, de la siguiente manera: “…víctimas directas aquellas 
personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, 
emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos 
como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea Parte. Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo 
de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella.” 
 
5. En el estado de Zacatecas, la Ley de Atención a Víctimas establece en el ordinal 4°, párrafos 
segundo y tercero: “Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo 
de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella. Para este efecto se 
consideran víctimas indirectas, entre otros, los siguientes: I. El cónyuge, la concubina o el 
concubinario; II. Las hijas e hijos de la Víctima; III. Los Padres de la Víctima, y IV. Los 
dependientes económicos de la Víctima.” 
 
6. Por los razonamientos anteriores y de las constancias que obran en el expediente de queja, 
queda claro que la víctima directa es el Q1, sin que existan datos sobre víctimas indirectas 
dentro del presente asunto, toda vez que los actos reclamados solo afectan sus derechos 
personales.   
 
 

X. REPARACIONES 
 
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 51 de la Ley de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Zacatecas, al acreditarse una violación a los derechos humanos, 
atribuible a un servidor público estatal, la resolución formulada al respecto debe incluir las 

 
23

 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra nota 40, párr. 119, y Caso Kawas Fernández Vs. Honduras, supra nota 

40, párr. 128. 
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medidas necesarias para lograr la efectiva restitución de las personas afectadas en sus 
derechos.  
 
2. Así, en un respeto irrestricto del Estado de Derecho, las personas gozarán de la garantía 
de que en caso de ser objeto de violación a sus derechos humanos, podrán reclamar que el o 
los responsables de dicha vulneración sean sancionados, pues el Estado tiene la posición de 
garante de sus derechos y, por lo tanto, según lo ha dispuesto la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, “Las víctimas de violación a los derechos humanos a sus familiares, tienen 
derecho a la reparación adecuada del daño sufrido. Lo cual debe concretarse a través de 
medidas individuales tendientes a restituir, indemnizar y rehabilitar a la víctima, así como de 
medidas de satisfacción de alcance general y garantías de no repetición, mediante los 
procedimientos previstos legalmente para esos efectos, lo cual no es una concesión graciosa, 
sino el cumplimiento de una obligación jurídica. Lo anterior deriva tanto del régimen previsto 
constitucionalmente como de los internacionales, los cuales se manifiestan claramente en el 
sentido de que es un derecho efectivo de las personas agraviadas a nivel fundamental obtener 
una reparación proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. 
 
3. El deber de reparación por violaciones a los derechos humanos, a nivel internacional lo 
encontramos dispuesto tanto en el sistema universal, como regional de protección a los 
derechos humanos. En el ámbito universal, se encuentra previsto en los “Principios y 
directrices básicos sobre el derecho a las víctimas de violaciones manifiestas a las normas 
internacionales de derechos humanos y de violaciones graves al derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”, adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 2005, donde se dispone que las violaciones de 
derechos humanos deben contemplar, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de 
ésta, una reparación plena y efectiva en las formas siguientes: indemnización, restitución, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, lo cual a su vez es también 
contemplado por la Ley General de Víctimas, en sus artículos 1, último párrafo, 7, fracción I y 
II, y particularmente en el texto legal del artículo 26, que establece que “Las víctimas tienen 
derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y 
efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia del delito o hecho victimizante que 
las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que han sufrido, comprendiendo 
medidas de no repetición”, además por lo previsto en el artículo 27 del mismo ordenamiento 
legal. Por ello, resulta particularmente importante la ejecución de las medidas de reparación 
por parte del Estado, dirigidas a la no repetición en el ayuntamiento de Sombrerete, Zacatecas 
de hechos similares a los ocurridos en el presente caso.  
 
4. En el sistema regional, la Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 63.1 
establece que: “cuando decida que hubo violación a un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 
conculcados. Dispondrá, si ello fuera procedente, que se reparen las Consecuencias de la 
medida o situación que se ha configurado la violación a estos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada”. 
 
5. Por su parte, La CrlDH, ha establecido que “Las reparaciones, como el término lo indica, 
consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 
cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto 
material como inmaterial”. 
 
6. Este doble alcance de la norma reparatoria, ha incidido cada vez con mayor frecuencia en 
el desarrollo de la jurisprudencia de la CrlDH, dando lugar a una arquitectura reparatoria que 
tendrá como objetivo, no sólo borrar las huellas que en la víctima produjo el actuar del Estado, 
sino también evitar que ese tipo de hechos se repitan. 
 
7. Por lo que hace a este derecho, el artículo 51 de la Ley de la Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Zacatecas, dispone que, al acreditarse una violación a los derechos 
humanos atribuible a un servidor público estatal o municipal, la resolución formulada al 
respecto debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de las 
personas afectadas en sus derechos.  
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Modalidades de la reparación del daño. La reparación del daño comprende diversas 
modalidades en las que se puede materializar: 
 
A) De la rehabilitación. 
1. Las medidas de rehabilitación buscan reducir los padecimientos físicos y psicológicos de 
las víctimas, a través del otorgamiento de servicios de atención médica, psicológica, jurídica y 
social que éstas requieran24.  
 
2. En atención a que, en el caso en concreto, se advierte que, a decir del quejoso sufrió un 
daño psicológico, producto de los hechos de la indebida actuación de los servidores públicos 
involucrados, éste deberá ser contactado, para recibir la atención psicológica que requiera. 
Ello, a través de la Comisión Ejecutiva de Atención Integral a Víctimas del Estado de 
Zacatecas. 
 
B) De las medidas de satisfacción. 
1. Respecto a este concepto, de conformidad con lo establecido por los Principios sobre el 
derecho a obtener a reparaciones, ésta debe incluir, cuando sea el caso, la totalidad o parte 
de las medidas siguientes: a) medidas eficaces para conseguir que no se continúe con las 
violaciones; b) la verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad; c) 
una declaración oficial o decisión oficial que restablezca la dignidad, la reputación y los 
derechos de la víctima; d) una disculpa pública; y e) la aplicación de sanciones judiciales o 
administrativas a los responsables de las violaciones. 
 
2. En el caso concreto, es dable mencionar que, la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas25 estipula que todos los entes públicos están obligados a crear y mantener 
condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado 
en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público, para lo cual 
deberán de tener autoridades facultadas para establecer las responsabilidades administrativas 
de los Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u 
omisiones en que estos incurran, tales como los Órganos Internos de Control.  
 
3. En ese sentido se destaca que, durante la investigación realizada por este Organismo, se 
advirtió que el Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, no cuenta con dicho 
Órgano. Asimismo, en el Reglamento Interno del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, no se contemplan medidas sancionatorias para el personal directivo y docente del 
mismo, por lo tanto, se procede a dar vista a la Secretaría de la Función Pública del Estado de 
Zacatecas, para que actúe dentro de los alcances de su competencia, en virtud a que, en la 
presente Recomendación, se acreditó que los integrantes del Comité Académico del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, así como las AR1 y AR2, respectivamente, anterior 
y actual Director General del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, incurrieron 
en la violación al derecho de acceso a la justicia, de Q1, en relación con su derecho al debido 
proceso; los primeros, al realizar funciones jurisdiccionales fuera del ámbito de su 
competencia, y los segundos, por ejecutar actos arbitrarios y por permitir que persistieran las 
afectaciones a la carga laboral del aquí quejoso, cuando tuvieron la oportunidad de haberlo 
subsanado, e incluso, la AR1, instauró un procedimiento extemporáneo y completamente 
ilegal, después de que ya había sido sancionado.  
 
C) De las Garantías de no repetición.  
1. Las garantías de no repetición, son aquellas que se adaptan con el fin de evitar que las 
víctimas vuelvan a hacer objeto de violaciones a sus derechos humanos y, toda vez que los 
Derechos Humanos son universales, contribuyen a prevenir o evitar la repetición de actos de 
su misma naturaleza.  
 
2. A fin de prevenir la violación de los derechos sufridos por Q1, este Organismo estima 
procedente que, la capacitación a los servidores públicos debe continuar implementándose, y 

 
24

 Ibid., Numeral 21. 

25
 Cfr. Artículos 1°, 6° y 9°, fracción II.  
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debe materializarse en programas y cursos permanentes de profesionalización en temas de 
derechos humanos, particularmente aquellos relativos a la legalidad y seguridad jurídica, al 
debido proceso y al acceso a la justicia, para efectos de garantizar la no repetición de actos 
infractores a derechos humanos como los acontecidos en los hechos materia de la presente 
Recomendación, debiéndose hacer énfasis en la responsabilidad institucional. 
 

 
XI. RECOMENDACIONES. 

 
Por lo anterior y con fundamento en los numerales 1 y 102 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 2, 3, 4, 8, 17, 37, 51, 54, 56, 57 y 58 de la Ley de 
la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, se emiten las siguientes 
recomendaciones: 
 
PRIMERA. A la Comisión Ejecutiva de Atención Integral a Víctimas del Estado de 
Zacatecas. En el plazo máximo de un mes, contado a partir de la notificación de la presente 
Recomendación, se inscriba en el Registro Estatal de Víctimas al Q1, en su calidad de victima 
directa de violaciones a derechos humanos.  
 
SEGUNDA. A la Comisión Ejecutiva de Atención Integral a Víctimas del Estado de 
Zacatecas. En el plazo máximo de un mes, contado a partir de la notificación de la presente 
Recomendación, se valore y determine si el agraviado requiere de atención psicológica, 
relacionada con los hechos de la presente queja. De ser el caso, en un plazo de un mes, 
posteriores a la realización de dicha valoración, se realicen las gestiones necesarias para que, 
de ser voluntad del agraviado Q1, ésta le sea proporcionada. Remitiendo a esta Comisión las 
constancias con las que acrediten su cumplimiento. 
 
TERCERA. A la Secretaría de la Función Pública. Se dé vista a la Secretaría de la Función 
Pública del Estado de Zacatecas, para que, actúe en los alcances de su competencia, en virtud 
a las violaciones a derechos humanos que este Organismo acreditó, fueron cometidas por los 
Integrantes del Comité Académico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, 
Zacatecas, así como por las AR1 y AR2, respectivamente, anterior y actual Director General 
del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, en agravio de Q1.  
 
CUARTA. Al Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas. En un plazo máximo de 
tres meses, contados a partir de la aceptación de esta Recomendación, se giren instrucciones 
a efecto de que se capacite al personal del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, 
en temas sobre el respeto a los derechos humanos, particularmente, los relativos al derecho 
a la legalidad y seguridad jurídica, y al debido proceso, en relación con el derecho de acceso 
a la justicia. Remitiendo a esta Comisión las constancias con las que acrediten su 
cumplimiento. 
 
 
QUINTA. A la Secretaría de Educación del Estado de Zacatecas. Se invita a MVH, 
Secretaria de Educación del Estado, en su calidad de Presidenta de la Junta de Gobierno del 
Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, y a la AR2, Director General del Instituto 
Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas, para que, acorde a las atribuciones que les faculta 
el Decreto Gubernativo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas26, el Estatuto 
Orgánico del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas27, y el Contrato Colectivo de 

 
26

 Artículo 9. Son facultades de la Junta de Gobierno:  

[…] IV. Expedir el Estatuto Orgánico, los Reglamentos, Acuerdos y demás disposiciones relativas a la organización y 
funcionamiento académico y administrativo del Instituto.  
Artículo 14. Son facultades del Director General:  
[…] IX. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno los proyectos de reglamentos y condiciones generales del Instituto, así 
como expedir los manuales necesarios para su funcionamiento.  
27

 Artículo 21. El Director General tendrá las siguientes funciones:  

[…] IX. Elaborar y proponer del Estatuto Orgánico, Manuales, Reglamentos y demás disposiciones legales así como reformas y 
adiciones.  
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Trabajo del Instituto Tecnológico Superior de Jerez, Zacatecas28; en cumplimiento de lo 
establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas29, adecúen su 
Reglamento Interno y formalicen la creación del Órgano Interno de Control, a efecto de que 
puedan atender, investigar y sancionar las responsabilidades administrativas en que pueda 
incurrir el personal adscrito a ese Instituto. Remitiendo a esta Comisión las constancias con 
las que acrediten su cumplimiento. 
 
De conformidad con lo dispuesto por el artículo 53, párrafo segundo de la Ley de la Comisión 
de Derechos Humanos del Estado de Zacatecas, se hace del conocimiento de la autoridad a 
la que va dirigida esta Recomendación, que dispone de un plazo de 15 días hábiles, contados 
a partir del día siguiente en que ésta se le notifique, para que manifieste si la acepta o no, en 
el entendido de que, de no aceptarla, su respuesta se hará del conocimiento de la opinión 
pública. En caso de que la acepte, se le notifica que dispone de un plazo de 15 días, contados 
a partir del vencimiento del término del que disponía para responder sobre la aceptación, a fin 
de enviar las pruebas de su cumplimiento.  
 
Por último, hágasele saber a la parte quejosa que, de conformidad con el artículo 61 de la Ley 
de este Organismo, dispone de 30 días naturales, computados a partir de la fecha de 
notificación del presente documento, para que en caso de que exista inconformidad con la 
misma, interponga el recurso de impugnación correspondiente ante la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos. 
 

 
Así lo determina y firma 

 
 
 
 
 
 
 

___________________________________________ 
DRA. EN D. MARICELA DIMAS REVELES 

PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE DERECHOS 

HUMANOS DEL ESTADO DE ZACATECAS.   

 
 
 
 
 
 
 
 
C.c.p.- Titular de la Comisión Ejecutiva de Atención Integral a Víctimas de Zacatecas. Para su conocimiento e inicio del 
expediente correspondiente. 
C.c.p. Coordinador de Visitadurías de la CDHEZ, para su registro y conocimiento.  
c.c.p.- Minutario. 

 
28

 Cláusula 14. La Junta de Gobierno como autoridad máxima del Instituto, aprobará sin apartarse de las condiciones laborales 

que establece el presente contrato colectivo, cualquier disposición reglamentaria que del mismo se desprenda y que sea creada 
para normar las actividades de los trabajadores del Instituto, a efecto de garantizar las condiciones que en el presente contrato 
se establecen.  
29

 Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en toda la República, y tiene por objeto distribuir 

competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, 
sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los 
particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación. 
Artículo 6. Todos los entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones estructurales y normativas que permitan el 
adecuado funcionamiento del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público. 
Artículo 9. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley: 
II. Los Órganos internos de control; 


